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La estabilidad laboral reforzada en Colombia es un derecho de rango constitucional que se 
desarrolla en la Ley 361 de 1997 y la jurisprudencia. pero esta ley no lo desarrolla de forma 
integral y carece de lineamientos específicos. Esto tuvo como consecuencia múltiples 
interpretaciones. Es por ello y por tratar derechos fundamentales que la Corte Constitucional 
se ha encargado de regular y desarrollar este derecho por medio de la jurisprudencia. 
Con base a lo anterior es que el presente trabajo tiene como finalidad tratar el tema de 
estabilidad laboral reforzada acorde al panorama actual legal de Colombia usando las fuentes 
del derecho como herramienta para unificar conceptos y directrices para evitar ambigüedades 
al interpretar. 
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Reinforced labor stability, developed on Law 361 of 1997, is a constitutional right in 
Colombia; but this Law does not develop the subject entirely, since it lacks of specific 
guidelines. As a result of this, there were many interpretations, that is why –and because of 
dealing with fundamental rights- the Constitutional Court has taken over the regulation and 
development of this right through jurisprudence. 
According to this, the present work aims to study the reinforced labor stability matter, 
following the current legal overview and using Law sources as an instrument to unify concepts 
and directives, and to avoid interpretation ambiguities. 
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La estabilidad laboral reforzada tiene su fundamento en el derecho internacional (Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, articulo 26; La Convención Americana de 
Derechos Humanos, artículos 26 y 32; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, artículos 3, 6, 7 y 10; Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la mujer, articulo 11, numeral 2, literal A; Protocolo de San Salvador, 
artículos 3. 6, 7, 8, 9, 10, 18), en la Constitución Política (artículos 13, 25, 47, 54, 68) y en la 
ley 361 del 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas 
en situación de discapacidad” Lo anterior tiene como fin común la eliminación de todas las 
formas y actos de discriminación 
A lo largo del tiempo el ser humano se ha dado cuenta de la existencia de discriminación a 
grupos de personas por diversas situaciones o condiciones. Por ello mismo se dio a la tarea de 
encontrar las herramientas para mitigar la discriminación y buscar la integración y el desarrollo 
normal de todas las personas de forma igualitaria (real y eficaz) en todos los aspectos. En 
consecuencia, de lo anterior varios Estados se unieron para realizar e integrar a sus 
ordenamientos jurídicos: pactos, tratados, convenciones y recomendaciones, con la finalidad 
de hacer frente a este problema global. 
El Estado colombiano integró al ordenamiento jurídico los pactos, convenciones y tratados 
internacionales contra la discriminación en todas sus formas, debido a que son congruentes con 
la finalidad del estado y en su forma como Estado social de derecho. Es por ello que contempla 
en su carta política (Constitución Política de la República de Colombia, 1991) la función de 
garantizar el cumplimiento de derechos y principios en los cuales se encuentra fundado., en el 





principios del Estado y se hace especial mención a la solidaridad, igualdad y a la dignidad 
humana, principios los cuales tienen conexidad con los elementos de derecho internacional 
acogidos. El Estado Colombiano se encargó de llevar dichos principios constitucionales al 
aspecto laboral por medio de la ley 361 del 1997. Sin embargo, en su afán de buscar la 
integración e igualdad, generó exclusión a personas que sin sufrir una discapacidad, eran 
discriminadas por su situación o condición debido a que esta ley solo se desarrolla en énfasis a 
personas que se encuentra en situación de “discapacidad” sin tener en cuenta otras situaciones 
de debilidad manifiesta.  En síntesis, el Estado colombiano se ha comprometido nacional e 
internacionalmente a la protección de los derechos fundamentales y en el caso específico a 
garantizar la igualdad y dignidad en el trabajo sin lugar a algún tipo de discriminación debido 
a las condiciones del trabajador (Constitución Política de la República de Colombia, 1991; Ley 
631, 1997; Sentencia T-320, 2016). 
Es esencial aclarar que, aunque la estabilidad laboral reforzada es un tema del derecho 
laboral, este derecho goza de rango constitucional debido a que nace en la necesidad del estado 
de proteger derechos fundamentales que son presuntamente vulnerados a sujetos que se 
encuentran en una situación de subordinación o indefensión y por ello requieren una 
intervención inmediata del juez constitucional. La Corte Constitucional confirma lo anterior en 
la sentencia T-320 del 2016 donde expresa lo siguiente: “Así, para que una la acción de tutela 
desplace los mecanismos ordinarios de protección de los derechos laborales, una persona debe 
encontrarse “en una situación de debilidad, amenaza, o indefensión, que debe prontamente 
atendida por el juez constitucional””.  
En Colombia la estabilidad laboral reforzada goza de una doble connotación de acuerdo a 
la constitución política debido que, aunque hablamos de derechos económicos, sociales y 





El presente escrito pretende mostrar el panorama actual respecto de la estabilidad laboral 
reforzada en Colombia y para dar cumplimiento a este objetivo es necesario partir de los 
distintos conceptos que envuelven la estabilidad laboral reforzada, así como también las 







1 ¿Qué es la estabilidad laboral reforzada? 
Es un derecho de rango constitucional que nace como mecanismo de protección para 
personas que por su situación o condición (física, mental o sensorial) se encuentran en debilidad 
manifiesta en su relación laboral, no puedan ser despedidos sin que medie justa causa y previa 
autorización de la oficina de trabajo o quien hiciera las veces de ella. Si ocurre el despido sin 
cumplir los requisitos, este será ineficaz y el afectado tendrá derecho a ser indemnizado. 
(definición general, cada situación de debilidad manifiesta tiene variaciones) Adicional, el 
empleador que realice el despido sin que medie la previa calificación de justa causa por parte 
de la oficina de trabajo o quien hiciere sus veces, deberá pagar el equivalente a 60 días según 
el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo (1950). 
La Corte Constitucional también se pronunció al respecto de la Estabilidad ocupacional 
reforzada debido a que aclaró que no importaba el tipo de vinculación, pues también quienes 
tengan otro tipo de alternativa laboral (Ej. Prestación de servicios y contrato de aprendizaje) 
podrán ser sujetos del derecho. Lo anterior basado en el principio de la primacía de la realidad 
sobre las formalidades legales. La Corte Constitucional confirma lo anterior en el siguiente 
apartado de la sentencia de unificación SU-049 del 2017 –mientras tiene en cuenta el Código 
Sustantivo del Trabajo (1950)– donde expresa lo siguiente: 
“El derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada es una garantía de la 
cual son titulares las personas que tengan una afectación en su salud que les impida o 
dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en las condiciones regulares, con 
independencia de si tienen una calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, 





originadas en contratos de prestación de servicios, aun cuando no envuelvan relaciones 
laborales (subordinadas) en la realidad.” 
Después de hablar del concepto de la estabilidad laboral reforzada la Corte Constitucional 
se encargó de establecer especialmente en que consiste en su sentencia T-320 del 2016 y lo 
manifestó de la siguiente manera: “ (i) el derecho a conservar el empleo; (ii) a no ser despedido 
en razón de la situación de vulnerabilidad; (iii) a permanecer en el empleo hasta que se requiera 
y siempre que no se configure una causal objetiva que conlleve la desvinculación del mismos 
y; (iv)  a que la autoridad laboral competente autorice el despido, con la previa verificación de 
la estructuración de la causal objetiva, no relacionada con la situación de vulnerabilidad del 
trabajador, que se aduce para dar por terminado el contrato laboral, so pena que, de no 
establecerse, el despido sea declarado ineficaz”  
Existen varios tipos de situación de debilidad manifiesta que ha establecido la Corte 







2 Situaciones objeto de la estabilidad laboral reforzada 
Las situaciones de estabilidad laboral reforzada establecidas son las siguientes.   
A) Mujeres en estado de embarazo o periodo de lactancia  
Las mujeres en estado de embarazo o periodo de lactancia se han visto discriminadas de 
forma histórica en el aspecto laboral debido a que su estado de gravidez les impide el 
desarrollo normal de sus actividades y son desvinculadas por esta razón de su relación 
laboral o contractual. El Estado al tomar parte en este problema se da cuenta que no se está 
respetando el derecho a la igualdad a las mujeres en estado de embarazo y que, en 
consecuencia no se está brindando la protección constitucional al núcleo fundamental de la 
sociedad, la familia. La anterior afirmación encuentra su sustento en el artículo 43 de la carta 
política que dispone lo siguiente:  
“La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser 
sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto 
gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio 
alimentario, si entonces estuviere desempleada o desamparada. El Estado apoyará de 
manera especial a la mujer cabeza de familia.” (Constitución Política de la República 
de Colombia, 1991) 
La expresión del texto anterior donde dice “después del parto” hace referencia al periodo de 
lactancia el cual ha sido establecido por la jurisprudencia y en especial en la sentencia SU 075 
del 2018 que refiere a los 3 meses siguientes al parto, esto con el fin de otorgar garantías al 
menor recién nacido (Código Sustantivo del Trabajo, 1950; Sentencia SU-070, 2013; Sentencia 





El presente escrito, trata de protección de derechos fundamentales, también involucra 
derechos económicos, sociales y culturales. es así como la legislación colombiana da cuenta de 
ello y su conexidad e incluye la prohibición de despido para mujeres embarazadas o en periodo 
de lactancia en el Código Sustantivo del Trabajo (1950) en sus artículos 239 y 240, aunque 
existen excepciones, las cuales se dan cuando el despido es consecuente a una causal objetiva 
de despido. 
Estableciendo que, aunque existe la prohibición de despido para mujeres embarazadas, es 
importante dejar claro que no todas las mujeres que están embarazadas son sujetos de 
protección de la estabilidad laboral reforzada es por esto que la Corte Constitucional se ha 
encargado de establecer dos condiciones indispensables, que deben cumplir las mujeres que se 
encuentren en estado de embarazo y/o periodo de lactancia y que sean desvinculadas de su 
alternativa laboral, para ser sujetos que puedan reclamar la protección de este derecho. 
• La existencia de una relación de alternativa laboral: este primer requisito consiste en la 
necesidad de existencia de una relación laboral o contractual que cumpla los requisitos de un 
contrato realidad. Cuando se hace referencia a “una alternativa laboral” nos encontramos frente 
a un término inclusivo que ha usado la Corte Constitucional con la finalidad de incluir las 
actividades prestacionales y contratos de aprendizaje a las actividades laborales, siempre y 
cuando se cumplan los requisitos del contrato realidad. 
• El conocimiento del estado de embarazo y/o periodo de lactancia por parte del 
empleador: aunque a lo largo del tiempo han existido distintas posturas y conceptos acerca del 
conocimiento del estado de la trabajadora por parte del empleador, la Corte Constitucional 
logró establecer que, aunque no exista conocimiento del estado de embarazo por parte del 
empleador, la mujer será sujeto del derecho, pero no con el mismo alcance que si se diera a 





se puede hacer por medio de una notificación directa, un hecho notorio (después del 5 mes de 
embarazo o cuando es de conocimiento público, se presume) o por intermedio de un tercero 
(Sentencia SU-070, 2013). 
La Corte Constitucional al establecer los anteriores requisitos, también delimitó el alcance 
de protección e indemnizaciones, acorde a la alternativa laboral que tienen las mujeres en 
estado de embarazo y/o periodo de lactancia al momento de la vulneración (despido sin justa 
causa y previa autorización de la oficina de trabajo) y si el empleador tenía conocimiento de su 
situación. 
Las mujeres en estado de embarazo y/o periodo de lactancia que sean despedidas sin justa 
causa y previa autorización de la oficina de trabajo o quien hiciere sus veces, tendrán derecho 
al reintegro o renovación debido a la ineficacia del despido, al pago de las erogaciones dejadas 
de percibir, al pago de las cotizaciones durante el periodo de gestación, a la indemnización por 
el despido (180 días de salario u honorarios) y a las indemnizaciones contempladas en el 
Código Sustantivo del Trabajo (arts. 239-240, 1950). 
Cuando el reintegro no sea viable se podrá optar por la modalidad de protección, la cual 
consiste en el pago de las respectivas cotizaciones de seguridad social, desde la cesación de la 
alternativa laboral hasta acceder a la prestación económica de la licencia de maternidad. 
El acceso a los anteriores beneficios, serán de acuerdo con el tipo de alternativa laboral y el 
conocimiento del empleador de la situación de la empleada, según lo establecido en la sentencia 
SU-070 de 2013. 
Adicionalmente, la Corte en la sentencia C-005 de 2017 ha tratado el tema de la protección 
a las mujeres embarazadas y/o en periodo de lactancia. Es por ello que se ha encargado de 
extender este derecho al cónyuge de la mujer embarazada, siempre y cuando ella no se 





él, en el sistema de seguridad social. Esto también ha sido abordado en otras sentencias como 
la SU-049 (2017) y la SU-070 (2013). Ahora, como justificación de lo anterior, la Corte 
Constitucional ha expresado lo siguiente: 
Ello, con el propósito de ajustar la protección a los fundamentos constitucionales que 
le proveen sustento jurídico, esto es, la protección de la unidad familiar, la atención y 
asistencia al estado de maternidad y el interés prevalente de los niños y niñas. (Sentencia 
C-005, 2017) 
En el siguiente cuadro se muestra los casos hipotéticos y consecuencias que se pueden 
presentar, dependiendo de la alternativa laboral existente, cuando una mujer en estado de 
embarazo o periodo de lactancia es desvinculada de su ocupación laboral.  
Tabla 1. Casos hipotéticos 
Alternativa laboral 
El empleador conoce o se 
presume el estado de embarazo 
El empleador no conoce y no es posible 
presumir el estado 
Contrato a término 
indefinido 
“Sin previa calificación de 
existencia de justa causa ineficacia 
del despido y respectivo reintegro, 
pago de erogaciones dejadas de 
percibir” 
“Cuando se aduce justa causa por parte del 
empleador: se ordena el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación” (la 
discusión de la justa causa deberá hacerse frente 
al juez laboral) 
“Cuando el empleador no aduce justa causa: se 
reconocerá las cotizaciones durante el periodo de 
gestación y el reintegro siempre y cuando se 
demuestre que subsisten las causas del contrato” 
Contrato a término 
fijo 
“Cuando la desvinculación se da 
antes del término y sin la previa 
calificación ineficacia del despido 
y respectivo reintegro además del 
pago de las erogaciones dejadas de 
percibir” 
“Antes del vencimiento y sin previa calificación 
de justa causa: reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación, la 
renovación si las causas del contrato no 
desaparecen. El juez de tutela también podrá 
ordenar el pago de indemnizaciones por despido 
sin justa causa” 
“No se da la renovación del 
contrato y subsisten las causas: la 
respectiva renovación si se 
demuestra que las causas subsisten 
y se debe el pago de las 
cotizaciones durante el periodo de 
gestación” 
“Antes del vencimiento aduciendo justa causa: 
pago de las cotizaciones durante el periodo de 
gestación y la discusión sobre la justa causa” 
“Al vencimiento, alegando este como justa 
causa: reconocimiento de las cotizaciones 
durante el periodo de gestación y la renovación 






Contrato de obra o 
labor 
“Antes del vencimiento y sin 
previa calificación de justa causa: 
ineficacia del despido y respectivo 
reintegro además del pago de las 
erogaciones dejadas de percibir” 
“Antes del cumplimiento sin alegar justa causa: 
el reconocimiento de las cotizaciones durante el 
periodo de gestación y la renovación solo 
procederá si se demuestra que las causas del 
contrato subsisten.” 
“Una vez vencido aduciendo este 
como justa causa reconocimiento 
de las cotizaciones durante el 
periodo de gestación y la 
renovación solo será procedente si 
se demuestra que las causas 
subsisten” 
“Al cumplimiento alegando justa causa: se 
ordena el pago de las cotizaciones durante el 
periodo de gestación y la discusión sobre la justa 
causa” 
“Al cumplimiento alegando este como justa 
causa: el reconocimiento del pago de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación y la 
renovación si de muestra que las causas del 
contrato no desaparecen” 
Fuente: elaboración propia con base en la Sentencia SU-070 (2013) 
• Cuando en el caso hipotético, la desvinculación de la mujer en estado de embarazo o 
periodo de lactancia, el contrato sea de prestación de servicios, se regirá bajo las reglas del 
contrato a término fijo descritas en el cuadro anterior. 
• Cuando en el caso hipotético, la desvinculación de la mujer en estado de embarazo o 
periodo de lactancia, el contrato sea de cooperativa de trabajo asociado, se regirán mediante 
las reglas de los contratos a término indefinido y término fijo, dependiendo de la naturaleza del 
contrato. 
B) Trabajadores que se encuentran bajo fuero sindical 
 la legislación colombiana ha incluido en su Código Sustantivo del Trabajo en el capítulo 
VIII toda la regulación sobre el fuero sindical, empezando por definirlo en su artículo 405 
(decreto 2663, 1950) de la siguiente forma: 
“Se denomina Fuero Sindical, a la garantía de que gozan algunos trabajadores de no ser 
despedidos ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros 
establecimientos de la misma empresa o a un Municipio distinto, sin justa causa, 





En otras palabras, el fuero sindical es una protección que se brinda a aquellos trabajadores 
que han decidido asociarse en pro de los derechos y condiciones de los trabajadores a los 
cuales representa. 
Para que un grupo de personas que se reúnen en pro de las condiciones de los trabajadores, 
se pueda considerar como una asociación sindical (Constitución Política de la República de 
Colombia, art. 39, 1991), se deben cumplir 3 presupuestos o dimensiones que han sido 
desarrollados por vía jurisprudencial (Sentencia T-057, 2016) y definidos así:  
• Dimensión individual: es la posibilidad que tiene cada trabajador de afiliarse, retirarse 
o continuar en la asociación, para tomar decisiones libres. 
• Dimensión colectiva: se define como la facultad que tiene la asociación para 
autogobernarse y tomar el rumbo que deseen sus asociados. Dimensión instrumental: es el uso 
de la asociación como mecanismo para negociar las mejoras laborales, de acuerdo al artículo 
13 del Código Sustantivo del Trabajo (1950; Sentencia T-057, 2016). 
Es de vital importancia que se cumplan las anteriores dimensiones para que se configure la 
asociación sindical y como resultado el amparo del fuero sindical. 
Establecidas las dimensiones para la existencia de la asociación sindical, es necesario saber 
quiénes son los que adquieren el fuero sindical, pues ellos serán los que tendrán el derecho a la 
estabilidad laboral reforzada, para ello nos remitimos al artículo 406 del Código Sustantivo del 
Trabajo (decreto 2663, 1950) el cual se encarga de regular esta situación: 
Trabajadores amparados por fuero sindical: a) Los fundadores de un sindicato, desde el 
día de su constitución hasta dos (2) meses después de la inscripción en el registro 
sindical, sin exceder de seis (6) meses; b) Los trabajadores que, con anterioridad a la 
inscripción en el registro sindical, ingresen al sindicato, para quienes el amparo rige por 





subdirectivas de todo sindicato, federación o confederación de sindicatos, sin pasar de 
cinco (5) principales y cinco (5) suplentes, y los miembros de los comités seccionales, 
sin pasar de un (1) principal y un (1) suplente. Este amparo se hará efectivo por el 
tiempo que dure el mandato y seis (6) meses más; d) Dos (2) de los miembros de la 
comisión estatutaria de reclamos, que designen los sindicatos, las federaciones o 
confederaciones sindicales, por el mismo período de la junta directiva y por seis (6) 
meses más, sin que pueda existir en una empresa más de una (1) comisión estatutaria 
de reclamos. Esta comisión será designada por la organización sindical que agrupe el 
mayor número de trabajadores. Parágrafo 1º. Gozan de la garantía del fuero sindical, 
en los términos de este artículo, los servidores públicos, exceptuando aquellos 
servidores que ejerzan jurisdicción, autoridad civil, política o cargos de dirección o 
administración. Parágrafo 2º. Para todos los efectos legales y procesales la calidad del 
fuero sindical se demuestra con la copia del certificado de inscripción de la junta 
directiva y/o comité ejecutivo, o con la copia de la comunicación al empleador. 
Dicho lo anterior, es importante resaltar que la protección a los trabajadores que pertenecen 
a la asociación sindical tiene arraigo constitucional, debido a que esta figura se desarrolla en el 
artículo 39 de la Constitución Política (art. 39, 1991) con la finalidad de proteger las 
condiciones dignas de trabajo por medio de un organismo que será el encargado de negociar 
con el empleador, con objeto de mitigar la desigualdad en la relación empleador-trabajador.  
Cuando un trabajador que se encuentre bajo el fuero sindical sea desvinculado sin justa 
causa y previa autorización, se entenderá que es consecuencia de su situación como integrante 






Cuando un trabajador se encuentre en medio de negociaciones colectivas con el empleador 
sin pertenecer a la asociación sindical, se encontrará bajo un “fuero circunstancial” que lo hará 
objeto del derecho a la estabilidad laboral y genera la imposibilidad al empleador de despedirlo 
en consecuencia de sus demandas. 
Existen casos donde el empleador tendrá la facultad de despedir trabajadores, así se 
encuentren bajo este fuero, siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos por la ley 
y jurisprudencia. Un ejemplo claro son los despidos colectivos autorizados por el ministerio de 
protección social. 
Para la ley laboral, el papel de los integrantes del sindicato es tan significativo que les brinda 
una especial protección tal que, si lo despiden, se entenderá que es por su papel en pro de los 
trabajadores y contra los intereses capitalistas de la empresa (Rojas, 2003). 
Se crea un derecho (estabilidad laboral reforzada) para proteger otro (asociación sindical). 
C) Personas en situación de discapacidad 
 La Corte Constitucional mediante jurisprudencia y en especial en la sentencia SU-049 de 
2017 ha manifestado que esta situación de debilidad manifiesta es la cual abre las puertas 
a la estabilidad laboral reforzada en Colombia, debido a que se encontraba establecido que 
al acceso a este derecho era para quienes tienen la correspondiente calificación con pérdida 
de capacidad laboral, pero la Corte Constitucional se dio cuenta que no era necesario contar 
con la calificación de discapacidad (moderada, severa o profunda) para encontrarse en una 
situación de debilidad manifiesta. Entonces es claro, que el simple hecho de padecer una 
discapacidad no da lugar al derecho a la estabilidad laboral reforzada pero tampoco se 
necesita una calificación de pérdida de capacidad laboral para que el trabajador se encuentre 
en situación de debilidad manifiesta, se hace énfasis en que la pérdida de capacidad laboral 





La discapacidad se puede definir como: una situación especial en la cual una persona tiene 
una disminución en sus capacidades que le impide desarrollar una actividad dentro de lo que 
se considera normal en el contexto humano, debido a su condición física o psicológica. Es 
importante resaltar lo siguiente, “En el contexto humano, la discapacidad hace parte integral 
de cualquier persona, pues en cualquier época de su vida, puede presentar algún tipo de 
discapacidad o disminución de su salud, ya sea transitoria o permanente, y esto conlleva a 
concientizar un poco a cada comunidad respecto a los discapacitados” (Sanabria, 2014, p. 16), 
no toda discapacidad o disminución en la salud es objeto de la estabilidad laboral reforzada.  
La Corte Constitucional se ha encargado de dar un concepto sobre discapacidad en la 
sentencia T-057 del año 2016 con la finalidad de que se puede entender que personas se 
encuentran en una situación de discapacidad o una situación de invalidez para dicho fin expreso 
lo siguiente: 
La Corte Constitucional estableció la diferencia entre discapacidad e invalidez por 
cuanto “podría afirmarse que la discapacidad es el género, mientras que la invalidez es 
la especie, y en consecuencia no siempre que existe discapacidad necesariamente nos 
encontramos frente a una persona inválida. La invalidez sería el producto de una 
discapacidad severa. (Sentencia T-057, 2016) 
Es necesario citar el decreto 2463 de 2001 (cuando hablamos de discapacidad e invalidez, 
pues el reglamentó su determinación, las discapacidades se encuentran catalogadas de la 
siguiente forma: del 0-25% de pérdida de capacidad será considerada leve, desde el 25-50% de 
pérdida de capacidad será considerada severa y, desde el 50% en adelante la discapacidad será 
considerada profunda. Es importante realizar la anterior aclaración, aunque en el caso de 
reconocimiento del derecho a la estabilidad laboral reforzada solo sea necesario probar la 





objeto de su alternativa laboral (Constitución Política de la República de Colombia, 1991; 
Decreto Ley 2463, 2001; Sentencia C-043, 2006; Sentencia T-057, 2016).  
El estado colombiano ha plasmado en la carta política la necesidad de brindar protección a 
las personas que se encuentran en una situación de discapacidad en sus artículos 47 y 54 que 
expresan lo siguiente: “El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e 
integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la 
atención especializada que requieran” (art. 47, 1991); mientras que el artículo 54 expresa: 
Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y habilitación 
profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación 
laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a 
un trabajo acorde con sus condiciones de salud. (1991) 
El estado colombiano tiene como función garantizar a las personas, que tengan un trabajo a 
medida de sus capacidades teniendo en cuenta las limitaciones de cualquier índole que puedan 
tener en consecuencia del principio constitucional de solidaridad. 
Es por lo anterior que el estado colombiano se ha encargado de dar una protección especial 
en el aspecto laboral a las personas que padezcan alguna disminución física o psicológica por 
medio de la estabilidad laboral reforzada, con el fin de poder brindar a estas personas una 
estabilidad en su actividad laboral, que le permita llevar una vida digna e independiente. 
La Corte Constitucional en la sentencia SU-O49 de 2017, logró determinar los requisitos 
para que una persona que padezca discapacidad sea objeto del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada.  
• La existencia de una alternativa laboral: La Corte estableció que no hay necesidad de 
la existencia de una relación laboral formal para el acceso a este derecho, el requisito consiste 





(primacía de la realidad sobre las formas). no importa si en el contrato de prestación de 
servicios, no se da la subordinación en la realidad. 
• Que se pruebe la existencia de una discapacidad que le impida el desarrollo de sus 
funciones objeto del contrato: que la discapacidad alegada sea probada y que está le 
imposibilite el desarrollo normal de sus actividades objeto del contrato al trabajador. 
El estado colombiano ha impuesto la prohibición de despido de personas en situación de 
discapacidad como consecuencia de sus condiciones, es por ello que, si un empleador desea 
desvincular de su alternativa laboral a una persona que cuente con algún tipo de discapacidad, 
deberá acudir a la oficina de trabajo alegando la existencia de una justa causa para la 
terminación del contrato. De lo contrario el despido será ineficaz y se ordenará el 
correspondiente reintegro o renovación (si subsisten las causas del contrato) del contrato por 
parte del juez, además del pago de la indemnización (180 días de erogaciones) [Sentencia SU-
049, 2017]. 
Si el trabajador al ser cobijado con el derecho de estabilidad laboral reforzada, se encuentra 
en la imposibilidad de realizar las funciones objetos del contrato, el empleador deberá 







3 La tutela como mecanismo de protección 
La acción de Tutela, se encuentra establecida en el artículo 86 de la constitución política 
debido a que es un mecanismo que busca la protección de los derechos fundamentales y evitar 
la concreción de un perjuicio irremediable.  
Es importante dejar claro, que, aunque la estabilidad laboral reforzada está claramente 
inmersa en el tema laboral, lo que se busca es el amparo de personas que se encuentran bajo el 
amparo de especial protección en consecuencia de su situación de indefensión que puede dar 
como resultado la vulneración de derechos fundamentales o un perjuicio irremediable debido 
a su condición de debilidad manifiesta. 
A medida que se va desarrollando el tema es claro que la acción de tutela es 
excepcionalmente idónea para decidir sobre los conflictos que se presentan en las relaciones 
laborales cuando el trabajador se encuentra en una situación de debilidad manifiesta pues se 
evidencia un estado de indefensión con base a la relación de subordinación.   
La tutela, según lo indica la Corte Constitucional en la Sentencia SU-075 de 2018, se 
interpone de forma posterior a que se da la desvinculación, con la finalidad de que el juez de 
turno declare la ineficacia del despido o la no renovación del contrato de alternativa laboral y 
en consecuencia el correspondiente reintegro o renovación del contrato como consecuencia del 
actuar arbitrario del empleador. El juez ordenará el pago de las indemnizaciones 
correspondientes a la Ley 631 de 1997 y demás disposiciones de acuerdo al caso concreto. 
La tutela se ha establecido como el mecanismo idóneo de protección debido a la implicación 
constitucional que tiene el derecho a la estabilidad laboral reforzada, es en consecuencia de 





irremediable, no se debe acudir a este medio de protección y menos solicitar se reconozca el 
derecho a la estabilidad laboral reforzada.  
Muchas veces se ha observado que personas en situación de discapacidad han acudido a la 
estabilidad laboral reforzada sin merecerla, es por ello que el estado por medio de su 
herramienta jurisdiccional busca que haya seguridad jurídica e imperen los principios del 
derecho (Jacome, 2018). 
Lo anterior se complementa con el postulado de la Corte Constitucional en la sentencia T-
320 de 2016 donde establece que el accionante de la tutela debe estar en “circunstancia de 
debilidad manifiesta por causa de su condición económica, física o mental y que formulan 
pretensiones dirigidas a lograr la tutela del derecho constitucional a la estabilidad laboral 
reforzada” 
El Estado busca por intermedio de la acción de tutela (cuando se vulnera o se ve amenazado 
el derecho a la estabilidad ocupacional reforzada), brindar estabilidad e igualdad a ciertos 
grupos de personas que necesitan especial protección en el ámbito laboral que debido a su 
situación o condición de debilidad manifiesta podrían ser discriminados por el empleador, la 
consecuencia de dicha discriminación se ve representada en la terminación del vínculo 
ocupacional.  
Cuando una persona es titular del derecho de estabilidad laboral reforzada y es desvinculada 
de su alternativa laboral, se presumirá que la desvinculación se debe a su situación o condición 
será deber del empleador demostrar que el despido se hizo conforme a la ley, pues en él reposa 








La estabilidad laboral reforzada en Colombia en principio se encuentra reglamentada en la 
Ley 631 de 1997 la cual solo reconoce como sujetos del derecho a las personas discapacitadas 
con un vínculo laboral vigente. Es por ello que la Corte Constitucional se ha encargado de 
desarrollar este derecho mediante la jurisprudencia con el fin de realizar la correcta inclusión 
de las diferentes situaciones de debilidad manifiesta y alternativas laborales que se puedan 
presentar, especialmente las mujeres en estado de embarazo y/o periodo de lactancia, 
trabajadores sindicales y; los contratos de prestación de servicios, respectivamente.  
No todas las personas que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta son 
acreedoras al derecho a la estabilidad laboral reforzada, es necesario que cumplan los requisitos 
que ha establecido la jurisprudencia además de la necesidad de que el conflicto suceda en el 
contexto de la relación o vínculo laboral. 
La estabilidad ocupacional reforzada se reconoce vía jurisprudencial en la SU-049 de 2017, 
con el fin de brindar protección a las personas que tengan diferentes alternativas laborales y se 
encuentren en una situación de debilidad manifiesta. 
Las indemnizaciones se encuentran en la Ley 631 de 1997 y en Código Sustantivo del 
Trabajo (1950) para cada caso concreto, la única indemnización que es general para los casos 
establecidos es: el pago de 180 días de erogaciones cuando se vulnere el derecho adquirido. 
El derecho a la estabilidad laboral reforzada se crea y adquiere su rango constitucional 
conforme a su finalidad: salvaguardar los derechos fundamentales de personas que se 
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